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ORDINARIO LABORAL 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
Al indicar el artículo 291 del Código de Procedimiento Civil, que al momento de verificarse una falsedad el juez debe dar aviso a su homólogo en lo penal, no es dable al primero entrar a analizar los factores subjetivos que hayan incidido en la comisión de la adulteración o falsedad documental.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintiséis de noviembre de dos mil nueve
Acta número 0072 del 26 de noviembre de 2009
En la fecha, siendo las cuatro y treinta minutos de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver los recursos de apelación propuestos en contra de la sentencia dictada el 11 de junio pasado, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira y que le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que María Elena García Hincapié le promueve a Celumanía Ltda. Mucho más que un celular.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta la actora, actuando por intermedio de apoderado judicial debidamente constituido, que el 15 de abril de 2005 comenzó a laborar bajo un contrato de trabajo a término indefinido al servicio de la demandada como gerente de sus oficinas en la ciudad de Pereira, gestionando inicialmente el arrendamiento de los locales donde funcionaria la empresa, las entrevistas al personal a contratar, la recepción del inmobiliario (sic) en cada punto de ventas y la capacitación de los trabajadores contratados; pese a lo anterior, el contrato de trabajo solo fue suscrito el 15 de mayo de 2005, desconociéndole los primeros 30 días laborados; como remuneración se pactó la suma de $700.000 mensuales, más bonificaciones y comisiones que hacían parte del salario; el último salario devengado ascendió a la suma de $749.000; específicamente se pactaron comisiones equivalentes a $600 por cada kit que vendiera y de $2000 por cada plan suscrito; respecto a las bonificaciones, estas eran pagadas mensualmente por $500.000, sin embargo, las mismas fueron disminuidas unilateralmente por la empleadora a $300.000 desde el mes de septiembre de 2005; en cuanto a la seguridad social, las cotizaciones fueron efectuadas por un valor inferior al real, pues se reportó como IBL (sic) solamente el salario básico pagado; en el mes de junio de 2005 la demandada le manifestó a la demandante y al personal en general que no pagaría la prima de ese mes; la actora rompió el nexo contractual el 21 de abril de 2006 por causas imputables a la empleadora, siendo liquidado el contrato sobre la suma de $796.700, no sobre el salario realmente devengado. 
Con sustento en esa relación de hechos, pretende que se declare que entre las partes se existió un contrato de trabajo en los términos y condiciones señalados en la demanda, desde el 15 de mayo de 2005 y hasta el 21 de abril de 2006; que se condene a la demandada al pago del salario y bonificación de la última quincena del mes de abril y la primera del mes de mayo de 2005, la prima de servicios del mes de junio de 2005, la reliquidación de la prima de servicios y el auxilio de cesantía causados durante el segundo semestre de 2005 e igualmente de todo ese mismo año; la reliquidación del auxilio de cesantía y sus intereses al momento de liquidar el contrato, la reliquidación de la prima de servicios al momento de liquidar el contrato, el pago de las bonificaciones desconocidas a razón de $200.000 pesos mensuales contados a partir del mes de septiembre de 2005 y hasta el mes de abril de 2006, el pago eludido por concepto de aportes a la Seguridad Social Integral, el pago de la indemnización por despido injusto, indemnización moratoria, en subsidio indexación y costas procesales.
La demanda fue admitida por auto del 25 de octubre de 2006, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 94. 
A folio 101 contestó la demanda el representante legal de la demandada, fl. 101, sin embargo lo hizo sin la debida representación judicial, por lo que se inadmitió, concediéndosele el término de cinco (5) días para subsanar la deficiencia, plazo dentro del cual guardó silencio.

La conciliación fracasó y luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron y algunas de oficio, fl. 108.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 11 de junio de 2009, fl. 206, en ella la juez de primera instancia declaró la existencia de un contrato verbal a término indefinido, vigente entre el 15 de abril de 2005 y el 26 de abril de 2006, el cual fue terminado de manera injusta por la empleadora y consecuentemente la condenó al pago de $178.600,04 por concepto de saldo pendiente de pago de los derechos derivados de la relación laboral, $1.636.808,53 por indemnización por despido indirecto, $2.406.285 por indemnización moratoria, al pago de de los aporte por concepto de pensión en “Colfondos” y a nombre de la actora por el valor del salario realmente devengado por ésta durante la relación laboral, además, ante la prosperidad de la tacha de falsedad propuesta en contra del formato de afiliación a la EPS Saludcoop de folio 116, ordenó la remisión de copias a la Fiscalía General de la Nación para la respectiva investigación. Condenó a la demandada al pago de las costas procesales en un 50%. 
Inconformes con esa decisión, se alzaron en apelación los apoderados de las partes; la de la demandada, fl. 222, solicitando se revoque la sentencia por cuanto actuó de buena fe durante el desarrollo de la relación laboral, cumpliendo con todos sus obligaciones, lo cual debe tenerse en cuenta también al momento de analizar lo referente al formulario de afiliación a la seguridad social en salud, lo que no se puede tener como un delito, toda vez que no generó ningún tipo de beneficio a la empresa y solo se buscaba la protección de la trabajadora; por su parte, el vocero de la demandante, fl. 233, argumenta, después de citar un fragmento de la sentencia, que se debe acceder a la pretensión relativa a la diferencia entre la bonificación pactada, $500.000, y la que se empezó a pagar en el mes de septiembre de 2005, por valor de $300.000; afirma que el Despacho desconoció el efecto de indicio grave que conlleva la no contestación de la demanda, el cual no fue rebatido, controvertido o desvirtuado. 

Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Corresponde pues, dictar sentencia de mérito.

La apoderada de la demandada argumenta básicamente que se debe revocar la sentencia de primera instancia, toda vez que en el desarrollo de la relación laboral siempre actuó de buena fe, cumpliendo todas sus obligaciones para con la trabajadora, amén que dicha buena fe, se debe tener en cuenta en lo referente a las copias que se ordenó compulsar con destino a la Fiscalía General de la Nación.
Bien sui géneris resulta el argumento de la parte accionada, la cual indica que durante el desarrollo de la relación laboral actuó de buena fe, sin embargo no acierta a indicar con que aspecto específico de la sentencia se encuentra en desacuerdo, aparte de lo tocante a la falsedad documental,  se limita a expresar su buena fe y a solicitar se revoque íntegramente la sentencia. 
De las condenas emitidas en primera instancia, la única en la que la buena fe podría llegar eventualmente a servir como medio exonerativo, sería la referente a la indemnización moratoria, en todas las demás la buena fe, a la hora de emitir condena, ninguna influencia tiene; y dígase de una vez, esa sanción moratoria se mantendrá, pues fue evidente que incumplió la empleadora con el pago del primer mes de trabajo de la actora y liquidó sus prestaciones sociales por valores inferiores a los debidos, amén que la demandante se retiró de la empresa el 26 de abril de 2006, siendo canceladas sus prestaciones en varios pagos, siendo efectuado el último el 12 de junio de 2006, fl. 126, sin que esgrimiera la quejosa razón válida alguna para dicho incumplimiento.

En cuanto a la orden de compulsar copias a la Fiscalía General de la República, para la respectiva investigación en lo tocante a la firma de la actora adulterada en el formulario de afiliación a la EPS Saludcoop, manifiesta la demandada que presume que dicha firma pudo haber sido estampada en el formato por la funcionaria del Departamento de Personal, para agilizar los trámites pertinentes y sin intención alguna de causar daño; pues bien, ello debe ser determinado por el Ente Investigador, amén que la norma que obliga al funcionario judicial a remitir las citadas copias, artículo 291 del Código de Procedimiento Civil, en momento alguno se refiere a la intencionalidad o al provecho obtenido al adulterar un documento, simplemente ordena que el juez de conocimiento, ante la prosperidad de una tacha de falsedad, debe dar aviso al Juez Penal, entendiéndose que la norma se refiere a la Fiscalía General de la Republica, quien determinara la existencia o no de algún delito.
De otra parte, la inconformidad de la parte demandante se centra, como ya se afirmó, en que considera que quedó un valor de $200.000 insoluto, correspondiente a la diferencia existente entre la bonificación pactada de $500.000, la cual fue rebajada unilateralmente por la empleadora a $300.000.

Pues bien, como acertadamente lo manifestó la funcionaria de primera instancia, ninguna de las pruebas arrimadas al proceso, tanto documentales, como testimoniales, dan fe de que a la accionante en algún momento de la relación laboral se le hayan pagado o se hayan pactado bonificaciones por valor de $500.000 mensuales, al contrario, lo que se evidencia de la prueba documental presentada es que ese pago siempre se realizó por valor de $300.000 mensuales, fls. 18-20, sin que la falta de contestación de la demandada, tenida como mero indicio grave, no presunción, tenga la capacidad de desvirtuar lo que demuestran las probanzas vertidas al infolio.

Y aunque el fragmento de la sentencia citado por el recurrente se puede prestar para variadas interpretaciones, pues resulta algo confuso al no diferenciar lo conceptuado en cuanto a las bonificaciones y comisiones, pasa por alto la demandada el párrafo siguiente de la providencia, en el cual explica la a quo detalladamente el porque no se puede acceder a la pretensión que reclama el impugnante, razones que, por lo dicho anteriormente, comparte esta Colegiatura.

Ante el anterior panorama, no queda más camino a esta Corporación que impartir confirmación a la providencia que por apelación se ha revisado. 

Costas en esta Instancia no se causaron.
En mérito de la expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA  la sentencia examinada.

Costas por la actuación en esta Sede no se causaron. 
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria   
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